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Expediente 66001-31-10-004-2009-00376-01




Se resuelve la impugnación presentada por la accionante contra la sentencia proferida el dieciséis (16) de junio del presente año por el JUZGADO CUARTO DE FAMILIA de la ciudad en esta Acción de Tutela promovida por VALERIA SCARPETA MACHADO, en contra de la AGENCIA PRESIDENCIAL PARA LA ACCIÓN SOCIAL Y LA COOPERACIÓN INTERNACIONAL –ACCION SOCIAL- y COMFAMILIAR RISARALDA.

I. ANTECEDENTES:

Pretende la actora que se le tutelen sus derechos fundamentales a la vida digna, al mínimo vital y a la vivienda digna que considera vulnerados por razón de hechos y omisiones en que han incurrido las entidades arriba citadas.

Manifiesta que es desplazada por la violencia de Chigorodó, Antioquia, desde el año 2002; que se vio en la necesidad de residenciarse desde ese mismo año en esta ciudad; que se encuentra inscrita en el registro único de población despazada –RUPD- y que es madre de tres (03) menores. 

Informa que ACCION SOCIAL le daba cada dos (02) meses, desde el año pasado, la suma de $160.000.00, pero que en éste, tan solo $60.000.00, por lo que hizo el respectivo reclamo. Al tratar de retirar este valor del cajero automático en el mes de mayo, constató que sólo le habían consignado $15.000.00.  
Dice además, que en ACCION SOCIAL la orientaron para que acudiera a COMFAMILIAR RISARALDA y accediera a una casa de habitación, lo cual hizo en enero del año que corre, donde le informaron que tenía derecho a la suma de $5.220.000.00 para la compra de la misma, la cual considera que no le alcanza para una vivienda digna para su familia. A la fecha, la entidad le manifiesta que “no le ha llegado nada, que siga preguntando”.  
Pide, entonces, que se le tutelen los derechos antes invocados. Como consecuencia, solicita que se le ordene a la AGENCIA PRESIDENCIAL PARA LA ACCIÓN SOCIAL Y LA COOPERACIÓN INTERNACIONAL –ACCION SOCIAL- que le cancele “oportunamente los dineros en el monto que inicialmente me daban por ser una mujer desplazada por la violencia con tres hijos menores, esto es (sic) en la suma de $160.000,oo, o en un monto mayor; y que disponga lo pertinente para poder acceder a una vivienda digna”. En relación con COMFAMILIAR RISARALDA, demanda que le otorguen los subsidios en los montos razonables para así acceder a una vivienda ídem. 

A la tutela se le dio el trámite legal con pronunciamiento de las accionadas, así: i) COMFAMILIAR RISARALDA, por intermedio de su Director Administrativo, aduce que la entidad que representa no es la competente para otorgar subsidios de vivienda a los ciudadanos del sector informal del trabajo, desplazados o la población vulnerable, entre otros, sino el Gobierno Nacional; que esto se hace a través de FONVIVIENDA, adscrita al Ministerio de Ambiente, Vivienda y Desarrollo Territorial; que la Caja de Compensación sólo asigna los subsidios familiares de vivienda con recursos del FOVIS, para los afiliados a ella y gestiona la parte operativa de los recursos del Gobierno de acuerdo con el convenio que FONVIVIENDA celebró el 08 de mayo de 2004 con las cajas de compensación del país, reunidas en unión temporal, en un contrato de Encargo de Gestión que se distingue con el número 004A y que tiene fines muy diferentes a la asignación, ya que ésta le corresponde, como se dijo, al Fondo Nacional de Vivienda –FONVIVIENDA-. En el caso concreto de la accionante, expresa que en el año 2004 fue favorecida con un subsidio de vivienda en la modalidad de arrendamiento que ascendió a 12.5 salarios mínimos legales vigentes, de los 25 que otorga el Gobierno Nacional a la población en condición de desplazamiento, conforme al Decreto 951 de 2001, quedando pendiente los otros 12.5; que en el 2007, el resultado que obtuvo el grupo familiar de la accionante fue de CALIFICADO para un subsidio de $5.768.750.00, lo cual significa que se acreditó el cumplimiento de los requisitos exigidos para ser beneficiario del subsidio pero que, no fue posible incluirlo en las resoluciones de asignación expedidas a la fecha, debido a que las mismas se realizan en estricto orden hasta agotar los recursos disponibles, teniendo en cuenta la calificación obtenida por los hogares postulados; ii) la AGENCIA PRESIDENCIAL PARA LA ACCIÓN SOCIAL Y LA COOPERACIÓN INTERNACIONAL –ACCION SOCIAL- aduce, inicialmente, que no tiene la calidad de ente ejecutor, sino de coordinador con las entidades ejecutoras, entre ellas el Ministerio de Educación Nacional, las Secretarías de Educación Departamental y Municipal, FONVIVIENDA, etc.; que la accionante y su grupo familiar se encuentran  incluidos en la base del REGISTRO UNICO DE POBLACION DESPLAZADA –RUPD- desde el 14 de noviembre del 2001; que la atención humanitaria de emergencia que se le brinda a los desplazados, es otorgada en cumplimiento de un deber legal, determinado en la ley 387 de 1997, en la sentencia T-025 de 2004 y en el Decreto 2569 de 2000; que para el sub lite se constató que la peticionaria ha recibido los componentes de la atención humanitaria de emergencia, consistentes en apoyo-alojamiento, asistencia humanitaria y kit´s, para lo cual hace una relación de los beneficios otorgados, entre los que se destacan la afiliación en salud, pensiones, riesgos profesionales y subsidio de vivienda. Considera improcedente la acción de tutela y, por tanto, se debe negar, pues le ha brindado la atención humanitaria de acuerdo a sus competencias. Además, allega un escrito con los respectivos anexos, en donde justifica la razón de porqué le está deduciendo algunos valores a la suma que antes se le entregaba a la tutelante (folios 28 al 31 del cuaderno principal).   
El juez a-quo negó la acción interpuesta porque consideró que las accionadas le han otorgado a la accionante la ayuda humanitaria de acuerdo con sus funciones, previamente establecidas en la ley 387 de 1997. 
Contra dicho fallo presentó impugnación oportuna la accionante sin esgrimir ningún argumento en su favor (folio 44). 
Se pasa a resolver el recurso previas las siguientes,





II. CONSIDERACIONES DE LA SALA:




Los derechos que la actora estima se le están vulnerando son el del mínimo vital, la vida digna y vivienda digna, consagrados en los artículos 53, 11 y 51, respectivamente, de la Constitución Nacional.


La legitimación en la causa de las partes no merece reparo alguno, pues la señora VALERIA SCARPETA MACHADO actúa en nombre propio (artículo 10 del Decreto 2591 de 1991). Igualmente, la naturaleza de la entidad demandada
, según el Decreto 2467 del año 2005
, es descentralizada por servicios del orden nacional cuya competencia radica en los juzgados civiles del circuito
.

De entrada es preciso señalar que la ocurrencia del fenómeno social conocido como “Desplazamiento Forzado” sí implica la vulneración de los derechos fundamentales de aquellas personas que lo padecen.  Así lo ha precisado inequívocamente la Corte Constitucional en reiteradas ocasiones (sentencias T-227 de 1997; SU-1150 y 1365 del año 2000; y T-327 de Marzo 26 del año 2001.)

Ese desplazamiento forzado del individuo afecta muchos de los derechos que la Constitución Nacional protege y la gravedad de esa situación motivó a que el Estado adoptara directrices que permitieran prestar en forma eficaz y oportuna la atención a la población desplazada. En efecto, ellas se encuentran establecidas en la ley 387 de 1997 por medio de la cual se adoptaron normas para la prevención del desplazamiento forzado, la atención, protección, consolidación y estabilización socioeconómica de los desplazados internos por la violencia en la República de Colombia. 
Esta normatividad obliga al Gobierno Nacional, a promover acciones y tomar medidas a mediano y largo plazo con el propósito de generar condiciones de sostenibilidad económica y social para este tipo de población. Las mismas  deben permitir su acceso directo a la oferta social del gobierno, en particular a los programas relacionados con proyectos productivos, sistema Nacional de Reforma Agraria y de Desarrollo Rural Campesino, Fomento a la microempresa,  capacitación y organización social, atención social en salud, educación y vivienda urbana y rural, la niñez, la mujer y las personas de la tercera edad y a los planes de empleo urbano y rural de la Red de Solidaridad Social.
Además, deben estar encaminadas por parte de las diferentes instituciones del Estado, a la atención integral de la Población desarraigada de sus lugares de residencia u origen.     
En desarrollo de dicha ley, se han expedido los Decretos Reglamentarios 2569 de 2000, 951 y 2562 de 2001. 




Así las cosas, del acervo probatorio arrimado al expediente, no se advierte por este despacho vulneración a derecho fundamental alguno, toda vez que la  accionante y su familia han sido atendidos en debida forma por Acción Social, de acuerdo con lo que a ella compete, ya que le ha brindado los componentes de la atención humanitaria de emergencia, la cual le fue prorrogada (folio 21 cdno. ppal.); la tiene afiliada al sistema general de seguridad social en salud, pensiones y riesgos profesionales; además, inscrita en el programa “familias en acción” que le permiten acceder a los subsidios de nutrición y educación de sus hijos menores. 




Ahora, en ejercicio de la función coordinadora de las entidades que hacen parte del Sistema Nacional de Atención a la Población Desplazada –SNAIPD-, que le corresponde a la AGENCIA PRESIDENCIAL PARA LA ACCIÓN SOCIAL Y LA COOPERACIÓN INTERNACIONAL –ACCION SOCIAL-, le informó a la tutelante que debía acudir ante COMFAMILIAR RISARALDA para que le otorgaron los subsidios que brinda el Estado por intermedio de FONVIVIENDA (hecho sexto de la petición de tutela). En razón a esto, fue beneficiaria de uno de ellos, en cuantía equivalente a doce y medio (12.5) salarios mínimos legales y se encuentra pendiente la entrega del resto, hasta completar los veinticinco (25) salarios mínimos legales.  




Finalmente, en relación con COMFAMILIAR RISARALDA, es bueno decir que tampoco le ha vulnerado o amenazado derecho alguno a la inconforme, porque no es su obligación legal la de otorgar subsidios de vivienda a la población desplazada. Igualmente se trata de una corporación autónoma de derecho privado, sin ánimo de lucro, con patrimonio y personería jurídica propios, que se rige por las normas establecidas en  el libro I, Titulo 36 del Código Civil Colombiano y demás disposiciones que los reglamenten, adicionen o reformen
, lo que implica, en principio, que, a tono con lo ordenado por el artículo 42 del Decreto 2591 de 1991, no pueda ser sujeto pasivo de esta acción. 




Lo anterior impone la confirmación del fallo impugnado; así se declarará y se harán los demás ordenamientos pertinentes.

Sin más consideraciones el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Sala de Decisión Civil-Familia, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley,





RESUELVE:




1º) SE CONFIRMA la sentencia proferida el dieciséis (16) de junio del presente año por el JUZGADO CUARTO DE FAMILIA de la ciudad de la ciudad en esta Acción de Tutela promovida por VALERIA SCARPETA MACHADO, en contra de la AGENCIA PRESIDENCIAL PARA LA ACCIÓN SOCIAL Y LA COOPERACIÓN INTERNACIONAL –ACCION SOCIAL y COMFAMILIAR RISARALDA.
2º) Notifíquese esta decisión a las partes por el medio más expedito posible (artículo 5o. del Decreto 306 de 1992).





3º) Remítase el expediente a la Honorable Corte Constitucional para su eventual revisión.





COPIESE Y NOTIFIQUESE:




Los Magistrados,





Gonzalo Flórez Moreno

Jaime Alberto Saraza Naranjo
 Fernán Camilo Valencia López 



     
� Artículo 2º del Dto. 2467 de 2005: “Naturaleza jurídica. La Agencia Presidencial para la Acción Social y la Cooperación Internacional, Acción Social, es un establecimiento público, del orden nacional, dotado de personería jurídica, autonomía administrativa y patrimonio propio, adscrito al Departamento Administrativo de la Presidencia de la República.”


� “Por el cual se fusiona la Agencia Colombiana de Cooperación Internacional, ACCI, a la Red de Solidaridad Social, RSS, y se dictan otras disposiciones.”


� Inciso segundo del numeral 1º del artículo 1º del Decreto 1382 del año 2000.


� Sacado de la página Web, www.comfamiliar.com





